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Resumen: 
La cuestión de la sociedad civil en Marruecos se ha convertido en una referencia común 
tanto para los actores políticos, sociales y económicos como para los analistas. En este 
estudio se ha optado por analizar los actores de la sociedad civil que tienen una orientación 
hacia el ámbito político. La legitimación de la sociedad civil suele converger con su 
capacidad en fomentar el cambio político de los gobiernos autoritarios y la transición hacia 
la democracia. En este artículo se cuestiona la existencia de una correlación mecánica entre 
la existencia de la sociedad civil y la democratización de los sistemas políticos. Se defiende 
la tesis según la cuál la emergencia de la llamada sociedad civil en contextos autoritarios 
como el marroquí, si bien puede promover la democratización del régimen político a largo 
plazo o en determinadas coyunturas, lo que ha inducido son respuestas que, a pesar de los 
cambios que suponen, no han modificado la naturaleza autoritaria de dicho régimen.  
 
Abstract: 
The issue of civil society in Morocco is now a common reference for the political, social and 
economic actors as much as social researchers. In this study, we have chosen to analyse the 
actors of the civil society oriented on political purposes. The legitimate role of civil society 
converges towards its efficiency to promote the change of the authoritarian model of 
governability and the democratic transition. In this study we question the existence of a 
mechanical relation between the development of civil society and the democratisation of the 
political systems. We defend that the so-called civil society in authoritarian contexts could 
 
1 Esta ponencia presentada en el I Congreso del FIMAM es el resultado de una investigación sobre los procesos 
de cambio social y político en el Magreb iniciada desde 1994 en el seno del IESA-A. Asimismo, el autor se ha 
beneficiado de una beca postdoctoral financiada por el Ministerio de Educación y el Fondo Social Europeo para 
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effectively contribute to the democratisation of the political system in the long run or under 
specific circumstances. However what it has induced in Morocco is the establishment of new 
responses and actions from the political power, which have not modified the authoritarian 
nature of this political system.  
 
 
 
 
La idea según la cual la sociedad civil sería la ante-sala de la democratización de los 
sistemas políticos autoritarios se ha consolidado como un lugar común en muchos foros de 
debates, conversaciones entre ciudadanos o activistas e incluso entre investigadores 
interesados por las cuestiones relativas a la transición democrática2. Muchos analistas de la 
realidad social y política marroquí se han interesado por la sociedad civil en sí, esto es la 
emergencia de actores sociales colectivos que se distinguen o por lo menos reivindican su 
distinción de las instituciones estatales, de los partidos políticos y de las empresas. Otros han 
centrando su enfoque sobre la sociedad civil como categoría analítica, contrastando su 
dimensión empírica con su contenido teórico o centrándose en los procesos discursivos de 
construcción de dicha categoría3. 
En este artículo queremos someter a debate la idea según la cual la existencia de la 
sociedad civil es un requisito para la democratización de los sistemas políticos. Asimismo, la 
reivindicación por parte de la sociedad civil de su diferenciación de la sociedad política, de su 
no implicación en las estructuras partidistas, o en otras palabras, de la naturaleza 
fundamentalmente distinta que existe entre la vocación de los partidos políticos, como 
fundamento de la democracia representativa, y los actores de la sociedad civil, no impide que 
se la suele considerar y que se auto-considere en general como parte del sistema democrático. 
 
realizar el proyecto de investigación “Estado y sociedad civil en Marruecos” durante el año 2004 en el Institut 
de Recherches et d’Etudes sur le Monde Arabe et Musulman de Aix-en-Provence (IREMAM) (Francia).  
2 Una revisión muy sugerente del concepto de sociedad civil se encuentra en Khilnani S., « La société civile. 
Une résurgence », Critique Internationale, nº10, 2001, pp.39-50.  
3 Véanse El Aoufi N. (Dir.), La société civile au Maroc. Approches. Rabat, Signes du présent. SMER,1992. 
Catusse M., « Le charme discret de la société civile. Ressorts politiques de la formation d’un groupe dans le 
Maroc « ajusté », Revue internationale de politique comparée, 9/2, 2002, pp. 297-318. Roque M. A. (dir.), La 
sociedad civil en Marruecos. La emergencia de nuevos actores, Barcelona, Icaria Antrazyt/IEMed, 2002. Nuñez 
Villaverde, J. y al., Redes sociales en Marruecos. La emergencia de la sociedad marroquí, Barcelona, Icaria, 
2004. Feliu L., El jardín secreto. Los defensores de los derechos humanos en Marruecos, Madrid,  
Catarata/IUDC-UCM, 2004. 
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Se asimila así que son actores democráticos con objetivos democráticos. En un contexto 
autoritario como el marroquí, la sociedad civil sería entonces un factor de cambio político, y, 
en particular, un factor de democratización, alternativo al de las estructuras partidistas. Estos 
cuestionamientos nos llevan a plantear la hipótesis según la cuál la emergencia de la llamada 
sociedad civil en contextos autoritarios como el marroquí, si bien puede promover la 
democratización a largo plazo o en determinadas coyunturas, lo que induce a corto plazo es al 
establecimiento de nuevos mecanismos de gobernabilidad que, a pesar de los cambios que 
suponen, no tienen porqué modificar la naturaleza autoritaria del régimen político. 
El objetivo de este artículo radica en contrastar esta hipótesis y comprobar la validez 
de éstos postulados. Para cumplir dicho objetivo, presentaremos el contexto de emergencia de 
la sociedad civil. Luego, trataremos de caracterizar lo que se entiende por sociedad civil en el 
contexto marroquí, restringiendo nuestro campo de análisis a las organizaciones con fines 
políticos. Asimismo, plantearemos algunas reflexiones sobre la relación entre sociedad civil y 
transición democrática, para, en última instancia, ver algunos tipos de respuestas que aporta 
el régimen marroquí al desarrollo de la sociedad civil. 
 
1. La crisis de representación partidista: génesis y respuestas. 
En Marruecos, la noción de sociedad civil significa fundamentalmente el desarrollo del 
tejido asociativo acompañado por algunos espacios de debates y deliberaciones, básicamente 
en la prensa independiente. El auge de dicho tejido asociativo es inducido por factores 
internos, —como respuesta al fracaso del modelo de Estado desarrollista autoritario, a sus 
derivas neopatrimoniales y excesos represivos—, y por factores externos, —como respuesta a 
la diplomacia de los derechos humanos, de la democratización y del libre-mercado que 
promueven las potencias aliadas de Marruecos, en ciertos casos bajo la presión de sus 
opiniones públicas.  
Desde finales de los años setenta del siglo pasado, el Estado marroquí tiene que 
gestionar una situación financiera deficitaria y mantener unos equilibrios macro-económicos 
que merman su capacidad distributiva4. A lo largo de los años ochenta y principio de los 
noventa, dicha crisis agudiza la cuestión no resuelta de la representación política. Durante 
estos años, la conflictividad social recurrente muestra una clara tendencia a sobrepasar las 
reivindicaciones sociales y económicas para convertirse en una crítica al régimen político. 
 
4 Leveau R., « Stabilité du pouvoir monarchique et financement de la dette », Maghreb-Machrek, 118, 1987, pp. 
5-19. 
 4
                                                
Las movilizaciones aglutinan a sectores de la población que las centrales sindicales no 
socializan y acaban en revueltas populares (1981, 1984, 1990) que activan el ciclo de la 
represión, consolidándose el protagonismo del ejército y los distintos servicios de seguridad 
en la gestión de la crisis social, con sus  atropellos ante las libertades públicas y los derechos 
humanos. La irrupción de las “clases peligrosas” actúa como revelador de la marginación de 
amplios sectores de la población del desarrollo económico y social y de la incompetencia de 
los sucesivos gobiernos en resolver las causas de ésta, mientras que las demostraciones y los 
rumores relativos a la violencia del Estado fomentan el conformismo del resto de la sociedad. 
Las altas tasas de abstención y de votos nulos así como la manipulación previa o posterior de 
los escrutinios por las autoridades5 y el hecho de que la sociedad política esté subordinada a 
la hegemonía del poder monárquico dejan patente que la red capilar de agentes territoriales 
del Ministerio de Interior, el Majzen, se ha convertido en el principal intermediario entre la 
sociedad y el rey6.  
En los años noventa, se buscaron nuevas soluciones a la crisis de la representación 
política. Se procedió a una modificación de ciertas disposiciones constitucionales7 y de la 
distribución de la representación política para conseguir la formación de un gobierno de 
alternancia que asociase a la oposición, y, en particular, a la Unión Socialista de Fuerzas 
Populares (USFP). También se amnistiaron a prisioneros políticos. En realidad,  la 
alternancia gubernamental otorgada por el difunto rey Hassan II (1961-1999) se produce sin 
que se modifique el contexto de descrédito hacia el sistema electoral. Se prosiguieron las 
reformas económicas con la adopción de medidas de liberalización y de integración en el 
comercio internacional con la firma de los acuerdos del GATT (1994) o de Asociación con la 
Unión Europea (1996), al tiempo que se fomentó el diálogo entre la patronal y las 
organizaciones sindicales8. El resultado de estas innovaciones fue una cierta pacificación de 
las relaciones entre los intereses sociales y políticos antagónicos, así como una convergencia 
entre las opciones políticas reformistas y las conformistas en aras del consenso. Estas 
respuestas serán enmarcadas por los discursos oficiales dentro de las referencias a la doble 
transición hacia la democracia y la economía de mercado.  
 
5 López García B., Marruecos político. Cuarenta años de procesos electorales (1960-2000), Madrid, CIS, 2000. 
6 Hammoudi A., Maîtres et disciples. Genèse et fondements des pouvoirs autoritaires dans les sociétés arabes. 
Essai d’anthropologie politique, Casablanca/París Toubkal/Maison-neuve Larose, 2001. 
7 La reforma de la constitución de 1992, introduce la referencia a los derechos humanos universalmente 
reconocidos, mientras que la reforma de 1996, re-introduce el bi-cameralismo. 
8 Catusse M., « De la lutte des classes au dialogue social. La recomposition des relations professionnelles au 
Maroc », Maghreb-Machrek, nº162, 1998, pp.18-38. 
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Dentro de este contexto, la referencia a la sociedad civil se convierte en parte del proyecto 
de reformas del Estado y del discurso legítimo sobre la transición democrática, la 
construcción del Estado de derecho y el buen gobierno de los asuntos públicos9. Dicho 
discurso es atravesado por una doble lógica aparentemente contradictoria: una primera, que 
calificaríamos de movilizadora y prospectiva y que se traduce por el llamamiento a las 
fuerzas vivas de la nación y a la solidaridad para resolver los problemas económicos y 
sociales que acechan al país; una segunda, de desmovilización y de cierre que propone 
soluciones para poner un punto final a las críticas relacionadas con  el pasado represivo del 
Estado, la conflictividad social y las carencias de la representación política. La coherencia de 
este proyecto y estos discursos depende de su capacidad en incrementar la gobernabilidad, es 
decir, en conformar la acción de los distintos actores para cumplir los objetivos de la 
Monarquía sin que se cuestione su protagonismo. Su traducción en renovadas formas de 
control político se enfrenta, no obstante, a una serie de tensiones que provienen del hecho de 
que la sociedad civil se apropia también de la retórica oficial, aprovechándola como una 
oportunidad para la acción.  
 
2. Dinámicas y características de la sociedad civil con fines políticos  
La sociedad civil marroquí con fines políticos está formada por asociaciones e 
intelectuales que se expresan fundamentalmente a través del discurso escrito o ejerciendo 
unas funciones tribunicia, de presión o de impugnación en el espacio público. Así, sus 
reivindicaciones y actividades se plasman en la difusión de comunicados, ruedas de prensa, 
artículos, informes y publicaciones, así como la organización de debates y/o de 
manifestaciones y protestas en lugares públicos. Dicho discurso oscila desde un contenido de 
proposición a otro de denuncia, cumpliendo así una función de colaboración, unas, y de 
crítica autolimitada o de contra-poder, otras. Si bien, dentro de cada asociación, estas 
funciones pueden variar según las coyunturas, parece ser que están fuertemente determinadas 
por varios factores que actúan como “líneas rojas” que no se pueden traspasar: la posición 
que han adoptado ante el “consenso” constitucional10; el grado de conflictividad de la 
trayectoria de sus relaciones con el régimen; y, el hecho de que sus propuestas y denuncias 
estén o no enmarcadas dentro de los cauces legítimos de movilización o de las problemáticas 
 
9 Hibou B., « De la privatisation des économies à la privatisation des Etats, une analyse de la formation continue 
de l’Etat », en Hibou Béatrice, La privatisation des Etats, París, Karthala, 1999, pp. 11-67. 
10 Por consenso constitucional nos referimos tanto al contenido y a la aceptación o no del carácter otorgado de la 
carta magna como a la movilización de los repertorios de la religión, el régimen y la nación por parte del Rey.  
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legítimas de cada momento. En efecto, es dentro de esta categoría de asociaciones que reina 
el mayor grado de incertidumbre en cuanto a la permanencia y continuidad de sus actividades 
y donde los límites o los vacíos del repertorio de la legalidad se ven mediatizados por la 
indefinición de lo que se considera la lealtad a dicho consenso.  
El movimiento asociativo que surge en los años noventa se centra en la defensa y la 
promoción de las libertades públicas, en general, y, en particular, de los derechos humanos, 
de las mujeres y de los amazigen11. Este es el heredero de las asociaciones reivindicativas que 
durante los años ochenta mantuvieron vivo el legado del movimiento estudiantil y de las 
luchas políticas ante la represión del régimen y la renuncia frecuente de los partidos políticos 
de la oposición. A principios de los años noventa, la incorporación en la agenda internacional 
de las causas que defiende incrementa el deterioro de la imagen del régimen marroquí y 
promueve un cambio en la estructura de oportunidades para la acción12. Dicho cambio se 
plasma en el debate público y las movilizaciones alrededor de la cuestión de la reforma de la 
Mudawwana (el Código de la Familia), de los prisioneros políticos y del estatus de la lengua 
amazig, obligando al régimen a aportar respuestas que, más allá de que fueran satisfactorias o 
no, significaban el reconocimiento del carácter fundamentado de sus reivindicaciones. Ante 
la cuestión de los prisioneros políticos de los años de plomo, las propuestas de amnistiar a los 
responsables de los casos de torturas y de indemnizar a las víctimas propiciaron las 
movilizaciones del Foro Verdad y Justicia (creado en noviembre de 1999) para que se 
mantuviese la vía judicial y no quedasen impunes los crímenes cometidos13. Asimismo, la 
reactivación del debate sobre el lugar de la mujer en la sociedad centrado, a partir de 1998, en 
su protagonismo social y económico derivará hacia el incremento por vía legislativa de la 
representación política de las mujeres en el Parlamento y la reforma de la Mudawwana en 
200314. 
 En definitiva, el espacio que ocuparán dichas asociaciones no se erigió sobre el silencio 
de la sociedad, sino que fue una respuesta a una conflictividad y unos antagonismos cuyos 
modos anteriores de gestión ya no eran ni funcionales ni legítimos.  
 
11 Feliu, L., op. cit. 2004. Denoeux G. y Gateau L., « L’essor des associations au Maroc. A la recherche de la 
citoyenneté ? », Maghreb-Machrek, 1995, pp. 19-56. 
12 Feliu, L. Op. cit, 2004. 
13 Vairel Frédéric, “Le Maroc des années de plomb: équité et réconciliation ? », Politique Africaine, nº96, 2004, 
pp.181-195. 
14 Alami M’Chichi H., “Genre et participation politique”, en AAVV, Féminin-masculin. La marche vers 
l’égalité au Maroc, Fez, Friedrich Eberg Stiftung, pp. 91-148. 
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Otra generación de asociaciones surge a partir de mediados de los años noventa, actuando 
en cierta medida como un mecanismo de compensación que permitirá integrar a las elites 
intelectuales y/o empresariales, pero también a antiguos oponentes al régimen, que 
encuentran y se apropian así de un espacio de deliberación que no suele permitir la cultura 
política de las estructuras partidistas y sindicales marroquíes. Varias asociaciones reciben una 
amplia proyección mediática al encontrar una tribuna pública en algunos semanarios 
económicos que las acompañan en la difusión del debate público sobre cuestiones 
relacionadas con el proyecto de una sociedad moderna impregnada de cultura cívica 
(Alternatives, Afak, etc), que denuncia la corrupción (Transparency Maroc) y está abierta al 
pluralismo democrático y la libertad de empresa. Otro elemento que evidencian, es la 
conexión del fenómeno asociativo marroquí con el protagonismo creciente de una sociedad 
civil globalizada en interacción con la agenda política internacional de organismos 
supranacionales como las Naciones Unidas, la Unión Europea, el G7, etc (Transparency 
Maroc, ATTAC-Maroc, etc.). 
Esta última generación, esencialmente urbana y formada por un número reducido de 
profesionales e intelectuales, se benefició de una sobredimensión mediática que difundió un 
discurso sobre la sociedad civil como “sociedad ideal” alternativa a una sociedad política a la 
que se le reprocha su inmovilismo, conformismo y propensión a la cooptación15.  
 
3. La sociedad civil y la democratización en Marruecos 
La correlación entre democracia y sociedad civil descansa en la convicción según la cual 
el pluralismo y el civismo de las instituciones sociales son necesarios para evitar cualquier 
forma de autoritarismo y para impedir la colonización de la vida en común por el aparato del 
Estado. No obstante, “la alternativa asociativa” como factor de democratización es una 
“ilusión”, para retomar la expresión de M. Camau16, si el tejido asociativo no dispone de 
relevos políticos plasmados en los partidos o si es incapaz de superar la atomización que lo 
caracteriza y convertirse en un movimiento social amplio. Sin estas condiciones, la sociedad 
civil no supondrá un reto para las fórmulas autoritarias, patrimoniales o corporativistas de 
gobierno. Se abren, entonces, dos posibilidades: de un lado, el riesgo de un conformismo con 
los actores políticos y de una no-implicación en el campo político; y de otro, la capitalización 
de la alternativa por el movimiento islamista. 
 
15 Catusse, M. Op. cit, 2002. 
 8
                                                                                                                                                       
La cuestión del conformismo y la no implicación en el campo político de los actores de la 
sociedad civil es en el caso de Marruecos uno de los principales límites de su potencial de 
democratización del régimen. La no-implicación en el campo partidista es un argumento que 
movilizan los defensores de las tesis según las cuáles la democracia se construye a través del 
debate y su difusión mediática. De acuerdo con M. Catusse17, ante una sociedad política 
deslegitimada, “la existencia de una sociedad civil activa parece garantizar paradójicamente 
la continuación de un sistema cuya crisis ha permitido la construcción de la categoría de 
sociedad civil”. Desde esta perspectiva, continúa, la “identificación de individuos, colectivos 
e instituciones con la sociedad civil contribuye a estabilizar el sistema y se asocia con el 
desarrollo de nuevas culturas políticas caracterizadas por : el abandono de la contestación 
radical; la crisis de las estructuras de representación; la emergencia de nuevas formas de 
compromisos sociales, políticos y éticos”. De ahí que, la sociedad civil sea identificada con 
un proceso de cambio que, si bien induce a la introducción de nuevos mecanismos de 
gobierno de la sociedad, no cuestiona la naturaleza del régimen.  
Las tesis que defienden la dimensión esencialmente discursiva del fenómeno y cuestionan 
la emergencia de nuevos actores permiten evidenciar la ambivalencia del desarrollo de la 
sociedad civil y su contribución a la estabilización del régimen. No obstante, en nuestra 
opinión, deben ser matizadas. El hecho de que parte del tejido asociativo apueste por la 
construcción democrática a través del debate y la formación de una opinión pública, en lugar 
de erigirse como una alternativa política, no debe hacernos olvidar que su mera existencia 
significa una ruptura en relación con el pasado. Así, es preciso recordar la aparición de 
nuevas reivindicaciones que se agregan a antiguos colectivos o forman unos nuevos. También 
es significativo el hecho de que las movilizaciones innovan en sus estrategias y sus formas 
mediante la multiplicación de las sentadas, por ejemplo. Por último, la violencia que padecen 
ciertas movilizaciones, justifica por sí misma que no se lo trate como un mero epifenómeno. 
No obstante, ello no impide cuestionar su capacidad de transformación del régimen político. 
El desarrollo de la sociedad civil parece ser un factor de estabilización en la medida en que 
sus actividades le proporcionan al régimen argumentos para seguir defendiendo la tesis según 
la cuál el país transita hacia la democratización18 al tiempo que la labor de impugnación de 
 
16 Camau Michel, « Sociétés civiles « réelles » et téléologie de la démocratisation », Revue internationale de 
politique comparée, 9/2, 2002, pp. 213-232 
17 Catusse, M. Op. cit. 2002. 
18 Ferrié Jean-Noël, « Les limites d’une démocratisation par la société civile en Afrique du Nord », Maghreb-
Machrek, nº175, 2003, pp.15-32. 
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ciertas organizaciones mediante sus denuncias cuestiona tal proceso en nombre de las 
referencias a la democracia y al Estado de derecho.   
Otro elemento importante a resaltar se refiere a la diferenciación entre fines políticos y 
fines económicos y sociales. Dicha diferenciación no es siempre tajante ni definitiva, 
pudiendo, en determinadas coyunturas, intercambiarse o fusionarse las distintas 
reivindicaciones, puesto que las actividades a favor de las libertades públicas, la defensa de 
los derechos humanos, la igualdad de las mujeres o la identidad amazig conectan también con 
la cuestión social. Muchos de los atropellos contra los derechos humanos se han producido 
dentro del marco de las huelgas convocadas por los sindicatos; la igualdad de las mujeres 
pasa por resolver el problema del analfabetismo; y muchas de las regiones rurales amazigen 
contienen las mayores bolsas de pobreza, etc. Por otra parte, ciertas organizaciones con fines 
políticos incorporan cada vez más las dimensiones social y económica, poniendo en marcha 
actividades de desarrollo económico y social con los colectivos que atienden 
tradicionalmente19.  Por último, queda la incógnita islamista, la incertidumbre que rodea su 
proyecto político y el desconocimiento de la realidad sociológica de su tejido social. 
 En definitiva, las prioridades y las estrategias de las movilizaciones pueden evolucionar, 
plasmar cuestiones políticas en programas de actividades económicas y sociales o convertir  
cuestiones sociales y económicas en explícitamente políticas. De la misma forma que entre 
las grandes asociaciones con fines políticos, varias de ellas mantienen vínculos con los 
partidos políticos, fundamentalmente de la izquierda gubernamental (Unión Socialistas de 
Fuerzas Populares y Partido del Progreso y el Socialismo) y del frente del rechazo 
(Reagrupamiento de la Izquierda Democrática), y que otras han sido el preludio a la 
formación de un partido político, tampoco se puede obviar la posibilidad de una convergencia 
dentro del tejido asociativo alrededor de objetivos políticos compartidos.  
Esta ambivalencia de la sociedad civil y la incertidumbre que rodea aún su impacto sobre 
la naturaleza del régimen político, nos lleva a profundizar la cuestión de las respuestas que 
este último aporta en términos legislativos. 
 
 
19 Por ejemplo, las movilizaciones de las mujeres entre principio de los años noventa y la reforma de la 
Mudawana en 2003 han contribuido a consolidar la convicción por parte de las asociaciones que apoyaban el 
PANIFD del alejamiento que existía entre el activismo de las “feministas” y las preocupaciones de su base 
social que reivindica representar (Feliu, 2004). Para remediar a esta situación, ciertas asociaciones llevan a cabo 
proyectos de desarrollo económico y social o de capacitación que se apoyan cada vez más sobre las asociaciones 
locales que trabajan en la alfabetización, la formación profesional y la atención a los malos tratos y los 
problemas cotidianos. 
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4. La reforma del marco jurídico de las libertades públicas como proceso de 
racionalización del autoritarismo marroquí  
Ante el auge de las reivindicaciones de la sociedad civil, el régimen ha aportado 
distintos tipos de respuestas, entre los cuales destacan las reformas de los marcos jurídicos 
que rigen las libertades públicas. Dichas reformas evidencian el hecho de que la Monarquía 
acepta algunas concesiones en relación con algunos aspectos reivindicativos. No obstante, las 
tendencias en curso reflejan una subordinación del Estado de derecho al derecho del Estado.  
Durante el año 2002 se han reformado las leyes relativas a las libertades públicas20, a 
saber: de asociación, de prensa y de reuniones públicas. La cuestión que deriva de estas 
reformas radica en comprobar en qué medida suponen el fomento de la lógica asociativa y 
justifican los discursos sobre su aportación al proceso de democratización o al contrario 
significan una involución en relación con la legislación anterior que confirmaría la 
consolidación del autoritarismo y negaría la retórica oficial21. 
a) la libertad asociativa  
La libertad de asociación está regida por el dahir promulgado el 15 de noviembre de 
1958. Este decreto fue enmendado en 1973 con la introducción de la obligación por parte de 
los miembros fundadores de depositar una declaración previa ante la autoridad administrativa 
local. Esta última como contraparte remitía un recibo provisional. Esta declaración reducía la 
extensión de la libertad asociativa, puesto que el ejercicio de la libertad asociativa dependía 
de entonces en adelante de la autoridad administrativa. Es más, dicha restricción se amplificó 
en la práctica. En efecto, dicha autoridad no estaba obligada a remitir el recibo en el acto o 
dentro de un plazo estipulado, pudiendo rechazar la entrega de la declaración o aceptarla para 
luego demorar la entrega del recibo. Este vacío legal, posibilitaba la arbitrariedad de la 
administración convirtiéndose en un medio de control y de impedimento sobre el libre 
desarrollo asociativo. Desde entonces, una de las principales reivindicaciones de los 
defensores de las libertades públicas ha sido la supresión de dicha enmienda. Una de las 
soluciones podía haber sido la vuelta al texto original de 1958, que la reforma de 200222 no 
retendrá, manteniendo la obligación de la declaración previa. Para remediar la arbitrariedad 
de la administración, el nuevo texto obliga ésta a entregar inmediatamente un recibo 
 
20 Los textos se pueden consultar en REMALD, « Le nouveau code des libertés publiques », REMALD, nº76, 
2003. Un análisis exhaustivo de las leyes relativas a las libertades públicas se encuentra en Bendourou O., 
Libertés publiques et Etat de droit au Maroc, Fez, Friedrich Ebert Stifung, 2004. (2004). 
21 Bendourou, O. Op. cit., 2004. 
22 Ley nº75-00 promulgada por el Dahir del 23 de julio de 2002.  
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provisional a la espera de un recibo definitivo que debe ser entregado a los interesados en un 
plazo máximo de sesenta días después de la declaración. En caso contrario, la asociación 
adquiere la legalidad y se ve habilitada para el ejercicio de sus actividades. Para hacer frente 
a los casos en los que la administración rechazase entregar el recibo provisional, existe la 
posibilidad de que sea un ujier el que gestione la declaración previa. Esta innovación deja 
entrever el dilema ante el que se encontró el gobierno: facilitar el desarrollo asociativo sin 
perder el control sobre éste. De acuerdo con Bendourou23, el gobierno ha privilegiado la 
lógica securitaria, conservando el control de la constitución de las asociaciones. El hecho de 
que ciertas autoridades sigan negándose a entregar el recibo en ciertos casos, convierte a la 
declaración previa en la práctica en una autorización previa dejada a la discreción de la 
autoridad administrativa de turno24. Además, la administración conserva un control sobre el 
desarrollo de las actividades de las asociaciones, puesto que los fondos procedentes del 
extranjero, que suelen representar las mayores partidas financieras de las asociaciones, deben 
comunicarse a la Secretaria general del gobierno. En definitiva, los aspectos positivos de la 
reforma conciernen, fundamentalmente, a las medidas relacionadas con la disolución de las 
asociaciones, que no se pueden producir por simple decreto, sino por vía judicial, y con la 
reducción de las sanciones.   
 
b) La libertad de reuniones públicas 
Las modificaciones aportadas por la nueva ley sobre la libertad de reuniones públicas25 
tampoco pueden considerarse como un avance. Se mantiene el requisito de una declaración 
previa ante la autoridad administrativa local que remitirá un recibo26 para la celebración de 
reuniones públicas y, en relación con la legislación anterior, la especificación de los horarios 
de reunión se ve complementada por la prohibición de prorrogar una reunión más allá de la 
hora de cierre prevista; de celebrar reuniones o prolongarlas después de medianoche; y de 
celebrar reuniones en la vía pública27. Asimismo, el control se mantiene sobre las 
deliberaciones, puesto que las autoridades pueden mandar a un funcionario para asistir a la 
 
23 Bendourou, O. Op. cit, 2004, p. 215. 
24 El informe de la AMDH de 2005 señala que numerosas organizaciones han sido privadas del derecho de 
constituirse. Entre ellas se encuentran: la Asociación nacional de los diplomados en paro, Jamaat al Adl wal 
Ihsan, la Asociación Marroquí por la Independencia de la Justicia, el Centro Marroquí por la Democracia de las 
Elecciones. http:://www.amdh.org.ma/html/rapportparallele.htm. Consultado el 20 de mayo 2005.  
25 Ley nº76-00 promulgada por dahir el 23 de julio de 2002. 
26 Están exentas las asociaciones con un objetivo específicamente cultural, artístico o deportivo así como las 
asociaciones y las obras de asistencia o beneficencia. 
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reunión. No obstante, éste no sigue teniendo el derecho de disolver la reunión, salvo si fuese 
a demanda de los organizadores o si considera que la reunión representa una amenaza o es 
susceptible de amenazar el orden público.  
 
c) la libertad de manifestarse en la vía pública 
En cuanto a las manifestaciones en la vía pública, aparte de la vaguedad de la definición 
misma de la noción, sólo los partidos políticos, las formaciones sindicales, los organismos 
profesionales y las asociaciones regularmente declaradas tienen el derecho de organizar 
manifestaciones. Estas restricciones del derecho de manifestación pueden ser una respuesta a 
la multiplicación del fenómeno de las sentadas, un tipo de movilización utilizado por los 
diplomados en paro y las víctimas de la represión. En definitiva, la administración dispone de 
un amplio poder de apreciación para calificar los distintos tipos de manifestaciones y por 
tanto, para permitir o prohibir su celebración.  
 
d) la libertad de prensa 
La nueva ley relativa a la libertad de prensa28 ha reducido las competencias del gobierno 
en materia de prohibición de los periódicos, puesto que la decisión de suspensión o 
prohibición de un periódico es ahora una prerrogativa que depende de la justicia29. No 
obstante, se mantienen las competencias del Ministerio de Interior para retirar cualquier 
periódico cuya publicación considere que pueda afectar el orden público, constituir una 
ofensa hacia el rey, los príncipes y las princesas, la religión islámica, el régimen monárquico 
o la integridad territorial. A las distintas restricciones así como las penas de encarcelamiento 
y de multa, que contempla la ley contra sus transgresores, habría que añadir el mantenimiento 
de límites por omisión, como el derecho de los periodistas de guardar el secreto de sus 
fuentes de información, mientras que otros han sido añadidos como el respeto de los “valores 
sagrados”; una noción, está última, que puede dar lugar a interpretaciones extensivas como lo 
mostró el juicio del periodista Ali Lmrabet en 200130. Asimismo, la ley exige que cualquier 
 
27 Las asociaciones cuyo objetivo es específicamente cultual, artístico o deportivo así como las de beneficencia 
están dispensadas de dicha declaración. 
28 Ley nº77-00 promulgada por dahir el 3 de octubre de 2002. 
29 Estos cambios guardan relación con la prohibición controvertida a iniciativa del gobierno de tres semanales 
independientes en diciembre de 2000. 
30 “Durante este juicio llamado popularmente de la piedra sagrada, el procurador del rey sacó de debajo de la 
mesa un piedra y preguntó a los asistentes: “Ven ustedes esto? Es una simple piedra, pero si ustedes la ponen en 
una mezquita o en un palacio real se convierte en una piedra sagrada”, relata L. Feliu, op. cit, 2004, 202. Ali 
Lmrabet será condenado a cuatro meses de cárcel y a una multa de 3.000 euros.  
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publicación periódica nacional deposite una declaración previa en el tribunal de primera 
instancia del lugar en el que se encuentra la sede principal del periódico. El tribunal debe 
remitir inmediatamente al responsable de la publicación un recibo provisional. En la 
fundación de un periódico no se contempla ninguna otra vía como el ujier, ni ningún recurso 
como ocurre con la ley de asociaciones31. Esta exigencia da pie de nuevo a la arbitrariedad 
como lo evidencia el rechazo de las autoridades a la hora de aceptar la deposición del dossier 
de su nuevo periódico por Ali Lmrabet en enero de 2005.  
Estas leyes sobre las libertades públicas no aportan ninguna garantía ante el tipo de 
atropellos que padecieron los actores de la sociedad civil ya sean asociaciones, movimientos, 
foros o periodistas durante estos últimos años32. Los atentados del 16 de mayo de 2003 y la 
proclamación de la ley antiterrorista pocos días después, no deben ser considerados como un 
hecho determinante ante una persecución que se había producido con anterioridad y que la 
nueva ley no modifica33. No obstante, estos acontecimientos ofrecieron la oportunidad para 
silenciar las voces discordantes34. Para poner un punto final a una laxitud que nunca ha 
existido35, el régimen se dota de una ley anti-terrorista que en palabras de Bendourou36 se 
convierte en un medio de terror en manos de las autoridades para restringir las libertades e 
instaurar un régimen casi de excepción dentro de una situación normal. Estas leyes sobre las 
libertades públicas autorizan o prohíben explícitamente en ciertos casos, mientras que en 
otros dejan abierta la posibilidad de que las autoridades administrativas o judiciales 
interpreten en un sentido amplio o restrictivo dichas libertades, dejando así un margen a la 
arbitrariedad. Estos elementos hacen que difícilmente se pueda hablar de progresos.  
 
 
31 Bendourou, O., Op. cit, 2004. 
32 Véanse L. Feliu, op. cit, 2004, pp. 179-185 y O. Bendourou, op. cit., 2004, pp.173-180. Feliu (2004:184) 
señala que se han multiplicado los métodos de presión indirectos y menos visibles sobre las voces discordantes, 
fundamentalmente la prensa independiente y de los islamistas, abarcando a sus financiadores y patrocinadores, a 
las imprentas y los distribuidores. 
33 Feliu, L. Op. cit, 2004. 
34 Un seguimiento del recorrido de esta ley efectuado entre su adopción por el gobierno el 23 de enero de 2003, 
pasando por las movilizaciones de la sociedad civil, las controversias y oposiciones que marcaron los debates en 
el Parlamento durante su examen en la sesión de abril de 2003 para acabar siendo rechazada, y el desenlace final 
con su adopción y promulgación el 28 de mayo de 2003, confirmaría, en nuestra opinión, dicho oportunismo. De 
cualquier forma, tras el 16 de mayo, varios periodistas son encarcelados teniendo como base la nueva ley, en 
particular, cuando se alega la reproducción de declaraciones de supuestos instigadores al terrorismo. 
35 Al-Sarafi A., « Après le choc des attentats de Casablanca. Tour de vis sécuritaire au Maroc », Le Monde 
Diplomatique, août 2003, p. 20. 
36 Por ejemplo, escribe este jurista, la mayor parte de los actos calificados de terrorismo permanecen imprecisos 
y permiten a las autoridades beneficiarse de un amplio poder de apreciación para acusar y condenar a las 
personas por acto de terrorismo o convertir actos de derecho común en actos terroristas. Recuerda también que, 
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A modo de conclusiones 
Las reformas de los marcos jurídicos que rigen las libertades públicas están lejos de 
satisfacer las reivindicaciones de la sociedad civil y los criterios que permitiesen enmarcarlas 
dentro de una proclamada transición democrática. Lo que supone este conjunto de leyes es 
una tendencia a la juridización del autoritarismo bajo el reino de Mohamed VI, que pesa 
como una losa sobre los actores que aprovecharon los espacios de libertad durante la 
descompresión autoritaria que marcó la última década del reino de Hassan II. Ello nos lleva a 
recordar que dicha “liberalización” no tuvo traducción jurídica, no se plasmó en una serie de 
leyes, sino en una interpretación más benevolente y ad hoc del potencial arbitrario de la 
legislación entonces vigente. En la actualidad la labor de la sociedad civil con fines políticos 
ejerce una función de impugnación y de crítica que puede llegar a incomodar el régimen, no 
obstante, este último puede también instrumentalizar esta función para alimentar el descrédito 
de los partidos políticos y para proporcionar hacia fuera la imagen de un país en vía de 
democratización. Estos aspectos forman parte de las virtudes y de los límites de la sociedad 
civil en Marruecos. 
 
de ahora en adelante, las interpretaciones son posibles para sancionar los ciudadanos que se atreven a abordar 
por ejemplo las causas del terrorismo aunque no las justifiquen.  Véanse, Bendourou, O. Op. cit, 2004, p.197. 
